En la Ciudad de Mar del Plata, a los 17 días del mes de abril del año dos mil ocho, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-352-MP1 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. CONTRERAS ARNALDO ELPIDIO y otro/a s. APREMIO PROVINCIAL”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Sardo y Riccitelli y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES


I. El Sr. Juez de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Depto. Judicial Mar del Plata, luego de haber recibido una “Comunicación de Inhibición General de Bienes” oficiada por la Dirección Provincial de Rentas (cfr. fs. 26/27 y 28/29), por proveído de fs. 30/31 declaró ilegítimo el proceder fiscal de haber trabado la mentada cautelar cuando, según manifiesta el magistrado, ya se había ordenado en autos la medida precautoria que solicitara el ente recaudador (embargo preventivo de inmueble).


En consecuencia, ordenó el inmediato levantamiento de la medida cautelar denunciada por el Fisco, imponiéndole al accionante la obligación de acreditar dentro del plazo de cinco (5) días haber dado cumplimiento al levantamiento ordenado. 


II. A fs. 32/37 el Fisco interpuso recurso de apelación, solicitando a la alzada que deje sin efecto lo ordenado por el juez de grado.


III. El a quo, en una interpretación conjunta de los arts. 6 de la ley 13.406 y 5 de la ley 13.435 nada dice sobre la concesión del recurso interpuesto, elevando la causa a la alzada para que sea ella la que se pronuncie sobre la admisibilidad del remedio incoado. 
IV. Es así que las actuaciones fueron remitidas a la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en la ciudad de La Plata, y luego recibidas en esta alzada en virtud de lo dispuesto por la Resolución N° 24/2008 de la S.C.B.A. Puestos los autos para resolver, corresponde plantear las siguientes

CUESTIONES

1°. Atento el modo en que fueron elevadas las actuaciones por el juez de grado, ¿es admisible el recurso de apelación interpuesto?


En caso afirmativo,


2°. ¿Es fundado el recurso?


A la primera cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:


I. El a quo procedió a elevar las actuaciones sin conceder el recurso interpuesto, en el entendimiento que el camino procesal que debía imprimir a la apelación contra la decisión de levantamiento de la cautelar administrativa resultaba el contemplado en el art. 6 de la ley 13.406, en cuanto dispone –según su propia y parcial cita- que “Con la información proveniente de cada cautelar, el Juez podrá de oficio o a pedido de parte, ... ..., resolver respecto del levantamiento o reducción de alguna de las medidas cuando resulte evidente la suficiencia de la cautela y pueda ocasionarse un perjuicio al demandado. ... El recurso se fundará en el mismo escrito de interposición y se concederá con efecto suspensivo para el supuesto en que el auto ordene el levantamiento o la reducción de alguna de las medidas...”. 

Partiendo de tal afirmación, sostiene que el sistema previsto para la apelación por dicha norma resulta novedoso en relación al que regía durante la vigencia del decreto ley 9.122/78 y del C.P.C.C., y que además encuentra su quicio en las regulaciones procesales propias de la alzada contencioso administrativa que cita (art. 2 de la ley 12.074 con la modificación introducida por la ley 13.405).


Manifiesta que la remisión contenida en el art. 25 de la ley 13.406 al Código Procesal Civil y Comercial no brinda solución alguna al trámite que debe imprimirse al recurso en análisis, concluyendo en considerar aplicable lo estatuído por el art. 5 de la ley 13.435, norma que regula el trámite de apelación de las decisiones de los Juzgados de Primera Instancia de Ejecuciones Tributarias.


Sin perjuicio del razonamiento efectuado, aclara que en la especie, al no haber intervenido aún la contraparte, teniendo en cuenta la entidad de la decisión apelada y el carácter inaudita parte que caracteriza a la cautelar administrativa cuyo levantamiento ha ordenado, entiende innecesario sustanciar el recurso de apelación planteado.


Deja, entonces, en manos de la alzada expedirse sobre la concesión y admisibilidad del recurso.


II. No comparto la interpretación del inferior.

1. En primer lugar, no encuentro aplicable a la apelación efectuada por el Fisco en esta causa, las previsiones que sobre el tema analizado contiene el art. 6° de la ley 13.406.

Para arribar a tal conclusión considero necesario efectuar un análisis más integral de las normas en juego, en atención a la sustitución del texto del art. 13 bis del Código Fiscal (ley 10.397, t.o. 2004, según ley 13.405), por la ley 13.529 –vigente al momento de dictarse la resolución apelada-.

Teniendo ello presente, advierto que la regulación contenida en el art. 6 de la ley 13.406 está referida a las medidas cautelares que, requeridas o solicitadas por el Fisco al juez del apremio, éste oportunamente ordenara su traba y más luego, “con la información proveniente de cada cautelar”, el magistrado de oficio o a pedido de parte –previo traslado al actor por cinco (5) días- resolviere su levantamiento o reducción.

En el sub examine no estamos en presencia de tal supuesto. La oficiosa orden de levantamiento que fuera apelada está direccionada contra la cautelar trabada administrativamente y que, mediante comunicación, el Fisco le indicó al juez del apremio como una de las dispuestas de conformidad a la facultad conferida por el art. 13 bis del Código Fiscal (texto según ley 13.529). 

Este particular universo no cuenta con una regulación procesal específica respecto del trámite a imprimir cuando se interponga una apelación contra la decisión jurisdiccional de levantamiento. 

Tampoco siquiera podría recurrirse al antepenúltimo párrafo del art. 6° de la ley 13.406, pues su texto ha perdido virtualidad en miras de la reforma introducida por la ley 13.529 al art. 13 bis del Código Fiscal antes señalada. Ello así, por cuanto dicha norma fue dictada y entró en vigencia conjuntamente con la ley 13.405 (ambas publicadas en el B.O. el 30-XII-2005), previéndose en esta última la posibilidad de que la Dirección Provincial de Rentas pudiera trabar por sí –administrativamente- medidas cautelares “… con anterioridad al inicio del juicio de apremio” (conf. art. 13 bis del Código Fiscal, t.o. 2004, texto según ley 13.405, en concordancia con el art. 6, antepenúltimo párrafo de la ley 13.406). Mas esta alternativa quedó sin efecto al sustituirse el texto del art. 13 bis del Código Fiscal (t.o. 2004) por la ley 13.529 –conforme se explicitará al tratarse la segunda cuestión-. 


Por otra parte, también cabe descartar la aplicación del art. 5° de la ley 13.435 a la que se refiere el juez de grado, toda vez que dicha norma no sólo fue prevista para el trámite de apelación de las sentencias que se dicten en un fuero hasta hoy no puesto en funcionamiento (cfr. doctr. C.S.J.N. Fallos 312:8), sino que –además- el examen de admisibilidad del recurso al que ella se refiere no es otro mas que el propio de la competencia de la alzada respecto de todos los recursos de apelación que llegan ante sus estrados, no excluyéndose –en la especie- su previa concesión por el magistrado de la instancia, a quien el legislador le encomienda su sustanciación.

Por tales razones, ante la ausencia de toda regulación especial en la materia o de disposición que expresa o implícitamente excluya la supletoriedad, es el Código Procesal Civil y Comercial el que actúa como ordenamiento de reenvío general (arg. doct. S.C.B.A. causa L. 84.338 “Torres”, sent. de 27-II-2008).

2. Sentado lo anterior, resulta de aplicación en la especie, lo reglado en los arts. 243, segundo, tercero y cuarto párrafos (recurso de apelación en relación con efecto suspensivo y sin efecto diferido), 245, 246 y ccdtes. del C.P.C.C.

Y más allá de la innecesariedad de sustanciación en el sub examine por ausencia de contraparte y la oficiosidad de la decisión apelada, el magistrado de primera instancia debió conceder el recurso en los términos señalados por los artículos previamente individualizados.

3. Ahora bien, la errónea inacción del juez de grado en lo atinente a la concesión del recurso no justifica adoptar una medida de reenvío a la instancia para que cumpla con aquello que omitió. 

Tal proceder desconocería el deber que como magistrados nos viene impuesto por el art. 34, inciso 5°, apartado e) del Código Procesal Civil y Comercial, más aún cuando es potestad de la Cámara, como juez final de los recursos ordinarios, decidir oportunamente sobre su procedencia formal (cfr. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mar del Plata, Sala II, in re “Orellano”, res. n° 822/98, del 8-X-98) y examinar todo lo relativo a la concesión del recurso (si quien lo dedujo es parte o tiene interés en su interposición, si ha sido deducido en término y si se lo concedió con el efecto que corresponde, entre otros conceptos), pues se trata de cuestiones en las que está comprometido el orden público por referirse a la jurisdicción y competencia funcional de la alzada, sin encontrarse ella obligada ni por la voluntad de las partes, ni por las resoluciones del juez de primer grado, por más que se encuentren consentidas (cfr. Cámara Segunda de Apelaciones en lo Civil y Comercial de La Plata, Sala I, in re “Prato”, res. del 16-VII-96).

4. En tal marco, habiéndose interpuesto en término el recurso (cfr. cargo fs. 37 vta.), por quien resulta apoderado del apelante y encontrándose prima facie suficientemente fundado, propongo al Acuerdo conceder el recurso de apelación en relación, con efecto suspensivo y sin efecto diferido, declarando asimismo su admisibilidad formal (arts. 243, 245, 246, 260, 271 y ccdtes. del C.P.C.C.). 

Voto a la primera cuestión por la afirmativa. 

El señor Juez doctor Riccitelli por idénticos fundamentos a los brindados por la doctora Sardo, vota la primera cuestión por la afirmativa.


A la segunda cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:


I.1. El Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº 1 del Depto. Judicial Mar del Plata, luego de haber recibido una “Comunicación de Inhibición General de Bienes” oficiada por la Dirección Provincial de Rentas (cfr. fs. 26/27 y 28/29), por proveído de fs. 30/31 declaró ilegítimo el proceder fiscal de haber trabado la mentada cautelar cuando, según manifiesta el magistrado, ya se había ordenado en autos la medida precautoria que solicitara el ente recaudador (embargo preventivo de inmueble).


En consecuencia, ordenó el inmediato levantamiento de la medida cautelar denunciada por el Fisco, imponiéndole al accionante la obligación de acreditar dentro del plazo de cinco (5) días haber dado cumplimiento al levantamiento decretado.


En pos de fundar su decisión, el inferior en grado sostiene que el proceder del Fisco contraría las pautas normativamente impuestas. 


Bajo tal premisa, recuerda que iniciado el apremio, es el juez el único autorizado para adoptar decisiones en torno a las medidas cautelares según lo normado –a su entender- por el artículo 6 de la ley 13.406 que en parte transcribe. 


Aclara que la afirmación formulada no contraría la previsión del art. 13 bis del Código Fiscal (t.o. 2004), toda vez que ella –según interpreta- está destinada a regular lo concerniente a un tiempo anterior al inicio de la ejecución fiscal.


Desprende de ello dos ámbitos vinculados a la recaudación de los tributos provinciales: a) el administrativo, con la Dirección Provincial de Rentas como autoridad de aplicación y el Código Fiscal como norma que regula su actuación –ámbito que entiende como previo al inicio de la acción-, y b) el judicial, con el Poder Judicial como encargado de llevar adelante la ejecución contra el patrimonio de los contribuyentes y la ley 13.406 como norma regulatoria del proceso respectivo. 
Postulando una interpretación sin antinomias en el ordenamiento jurídico, afirma como un sinsentido que la medida cautelar se le deba pedir al juez que interviene en la ejecución fiscal, si la propia autoridad administrativa de aplicación puede hacerlo sin necesidad de ello. 


Por tanto, concluye, sólo el juez del apremio -una vez iniciado el proceso- es el único que puede adoptar las medidas cautelares vinculadas al cobro de la deuda reclamada.  


2. El apoderado fiscal interpone recurso de apelación a fs. 32/37. 


Se agravia de la lectura que efectúa el juez de grado tanto en lo referido al art. 6° de la ley 13.406 como del art. 13 bis del Código Fiscal. 


En lo que importa para resolver el recurso, remarca que el sistema de ejecución fiscal en la Provincia es indiscutiblemente judicial, ya que el juicio de apremio tramita ante un magistrado que goza de imperium suficiente para conducir el proceso y afectar –cuando se den las condiciones establecidas en la ley- el patrimonio de los deudores. 


Reseña, sin embargo, la existencia de “facultades cautelares administrativas”, las que no entiende como sustitutos del proceso judicial, sino como un complemento o refuerzo de las precautorias que decidan los jueces, coexistiendo ambas posibilidades de garantizar la percepción de la renta pública, mas siempre con la mirada y el contralor judicial en ambos sistemas. Este sistema dual coadyuva –según sostiene- a que el mandato final de la justicia encuentre un adecuado marco patrimonial respecto del cual cumplirse. 


Encuentra en la especial naturaleza del vínculo tributario la razón que justifica el refuerzo de potestades en materia cautelar, permitiendo que sea también la Administración la que trabe medidas de protección “siempre en el marco de un proceso judicial conducido por un magistrado con imperium”.


Desde esa perspectiva, no visualiza cómo tal modalidad coadyuvante puede conllevar agravios o perjuicios como los afirmados por el juez de grado. Es que, manifiesta, “la Dirección General de Rentas no habrá de resolver nada respecto del destino del patrimonio del deudor moroso, sino que sólo se limitará a individualizar y resguardar bienes para que la resolución judicial sea la que los afecte” (cfr. fs. 35 vta.). No habrá por tanto –aduna- afectación del derecho de propiedad de los contribuyentes porque el Fisco no privará en ningún momento de bienes a los deudores tributarios a espaldas de un juez. 


Estando el proceso de apremio a cargo de un juez con poderes de dirección y contralor sobre la causa y contando con la posibilidad de efectuar el control de la actividad administrativa cautelar, entiende que no puede hablarse de violación a la división de poderes.


Concluye que las facultades conferidas por el art. 13 bis del Código Fiscal –una alternativa para la traba de cautelares, la cual puede utilizar o no el ente recaudador, remarca a fs. 33 vta.- importan la adopción por el Fisco sólo de medidas administrativas de inmovilización y preservación de activos, nunca de realización de tales bienes. Y esas medidas siempre son dispuestas en el marco de un trámite supervisado por el juez de la causa.


Reafirma que la decisión apelada le causa agravio en tanto le impone seguir un procedimiento distinto al consagrado en la normativa vigente.


Solicita, en consecuencia, se acoja el recurso y se revoque la decisión apelada.


II. Habré de responder afirmativamente este segundo interrogante.

1. Como ya se expidiera este Tribunal en la causa P-1-MP1 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. VITALI ROBERTO EDGARDO s. APREMIO PROVINCIAL”, sentenciada en esta misma fecha, y en lo que es materia de análisis en esta apelación, la Legislatura local ha evitado –según expondré infra- entremezclar las herramientas cautelares judiciales y administrativas ni sus respectivos mecanismos de decreto, traba y levantamiento. No corresponde entonces a los jueces bajo pretexto de interpretación de dichas normas, modificar el criterio legislativo cuya inconsecuencia o imprevisión no es posible ab initio presuponer (cfr. C.S.J.N. in re R. 1097.XXXIX Ramos, Ernesto c/Ingenio Ledesma S.A.A.I., sent. de 24-04-2007 y sus citas).

En efecto, adentrándonos en el régimen cautelar fiscal, es factible identificar dos caminos –si bien complementarios, también diferenciados- para garantizar el crédito del erario público en ejecución: (a) la articulación por el Fisco de expresas pretensiones o solicitudes cautelares en el juicio de apremio, de exclusivo resorte judicial acordar, trabar y en su caso, sustituir o levantar (arts. 5° y 6° ley 13.406; Código Fiscal, t.o. 2004, art. 13 bis, cuarto párrafo, primera parte modif. por ley 13.529); y (b) la adopción por el Fisco de medidas precautorias a ser decretadas y trabadas directamente por la autoridad tributaria, siempre que ellas hayan sido “indicadas” al inicio del apremio o en posteriores presentaciones en tal proceso, y que se dispongan en el marco de las facultades conferidas por el art. 13 bis del Código Fiscal, sobre las que recaerá el control judicial posterior [Código Fiscal, t.o. 2004, art. 13 bis modif. por ley 13.529; art. 4° segundo párrafo y art. 5° inciso d) de la Disposición Normativa Serie “B” N° 27/2007].

Así, las medidas precautorias cuyo otorgamiento y traba se le requiere o solicita al juez del apremio no pueden -mediando identidad de bien asegurado para el mismo crédito impositivo garantido- concomitantemente o a posteriori ser decretadas y trabadas administrativamente usando de la facultad del art. 13 bis del Código Fiscal, contraviniendo o superponiéndose con lo resuelto judicialmente respecto de aquéllas. 

Como contracara, las cautelares “indicadas” en el marco de una ejecución fiscal como alguna de aquellas que han sido o habrán de ser decretadas y trabadas directamente por el ente impositivo, al no serles requeridas o solicitadas al juez del apremio, sólo podrían ser revisadas judicialmente luego de que los mentados actos hayan sido adoptados por la autoridad recaudatoria, mediando -valga aclararlo- pedido de parte interesada y si –entre otros posibles supuestos- idénticas medidas en cuanto al bien asegurado para el mismo crédito garantido ya hubieren sido decretadas, trabadas, sustituidas o levantadas por el magistrado del apremio.

Bajo tal perspectiva, tanto el derecho de defensa del contribuyente (sea por la intervención imparcial del juez del apremio al decretar y trabar las medidas que le fueron requeridas, sea al controlar a pedido del afectado las que decrete y trabe el Fisco per se), como la efectiva separación de poderes -ambos pilares constitucionales de cualquier procedimiento o proceso- han sido adecuadamente resguardados por el legislador provincial en el esquema diseñado.

A lo que cabe agregar que la ley 13.529 (B.O. 25-IX-2006), al sustituir el texto del art. 13 bis del Código Fiscal (ley 10.397, t.o. 2004 y modif.), en modo alguno ha habilitado al ente recaudador provincial a trabar per se medidas cautelares en forma anticipada a la promoción del juicio de apremio, sino que, por el contrario, el ejercicio de tales facultades sólo puede efectivizarse luego de iniciada la acción judicial y debe estar necesariamente vinculado al crédito fiscal allí reclamado, indicándoselo al juez de la causa en el escrito postulatorio o en presentaciones posteriores.

 Y ello es así justamente porque el legislador, al sustituir mediante la ley 13.529 el texto del art. 13 bis del Código Fiscal -anteriormente incorporado por la ley 13.405 (B.O. 30-XII-2005), el cual sí preveía la posibilidad de que la Dirección Provincial de Rentas pudiera trabar administrativamente medidas cautelares con anterioridad a la iniciación del pleito-, ha querido reforzar –lejos de evitar- el control judicial ante la coexistencia de los dos sistemas de tutela cautelar –el judicial y el administrativo- aludidos anteriormente.

2. Conforme el mentado marco normativo, lo decidido por el magistrado de grado luce contrario a derecho.

Como expresamente lo admite en la decisión apelada, en sede judicial se había ordenado como medida cautelar solicitada por el Fisco un embargo preventivo de inmueble (cfr. fs. 14 y 16).

A fs. 26/27 y 28/29 el Fisco le informa al juez del apremio que ha procedido, en ejercicio de las facultades conferidas por el art. 13 bis del Código Fiscal, a trabar -ante el Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia de Buenos Aires- la inhibición general de bienes de los ejecutados, Sra. Nilda Vilma Monge y Sr. Arnaldo Elpidio Contreras, medida que luce perfectamente identificada a fs. 27 y 29.

La ausencia de toda identidad entre los bienes inmovilizados o resguardados por la medida precautoria judicial y por la cautelar administrativa comunicada al juez del apremio, aventa toda posibilidad de interpretación incoherente del sistema, como postula el juez de grado para justificar el proveído impugnado. 

Por el contrario, ello demuestra que el Fisco ha sido respetuoso del actuar jurisdiccional al no contradecir, superponer o enmendar lo resuelto por el juez del apremio en cuanto a la específica medida cautelar cuyo ordenamiento y traba le fuera requerida en el escrito de inicio del proceso. Y ello –lo resalto- no merece reproche judicial alguno, más cuando ni siquiera ha existido un expreso cuestionamiento de parte afectada. 

El Fisco con su accionar ha respetado la diversidad de carriles cautelares diseñados por el legislador provincial; ha sido el a quo quien entremezcló lo que el legislador claramente separó.

Tal confusión también se evidencia cuando el a quo entiende que “iniciado el apremio el juez es el único autorizado para adoptar decisiones en torno a las medidas cautelares” y que “No contraría la afirmación formulada la previsión del art. 13 bis del Código Fiscal (t.o. 2004), toda vez que la misma está destinada a regular lo concerniente a un tiempo anterior al inicio de la ejecución fiscal”. Es que, tal como lo mencionara al tratar la primera cuestión y conforme lo señalara en el punto precedente, la facultad de trabar medidas cautelares en forma anticipada a la promoción del juicio de apremio le había sido conferida al ente recaudador provincial por la ley 13.405 (B.O. 30-XII-2005) al incorporar al Código Fiscal (ley 10.397, t.o. 2004 y modif.) el art. 13 bis, y el concordante procedimiento para la apelación –en dicho supuesto- de tales medidas por el antepenúltimo párrafo del art. 6 de la ley 13.406 (también publicada en el B.O. el 30-XII-2005). Mas luego, al sustituirse el texto del mentado art. 13 bis a través de la ley 13.529 (B.O. 25-IX-2006), se limitó la posibilidad de ejercicio de dicha facultad administrativa  mediante la exigencia de la previa promoción de la ejecución fiscal y de la necesaria vinculación que debe existir entre la medida cautelar que el Fisco decida adoptar y el crédito judicialmente ejecutado que con ella se pretende garantizar, todo bajo el control del juez natural del apremio y sin perjuicio de aquellas otras medidas que a éste le sean requeridas. 
De este modo, mediante la ley 13.529 el legislador ha consolidado la coexistencia de ambos sistemas –judicial y administrativo- para la disposición, traba y levantamiento de medidas cautelares en los procesos de apremio. Y es del caso señalar que esta última resulta ser la norma vigente al tiempo de dictarse la resolución apelada.

Patentiza aún más aquellos yerros la decisión de fs. 38, cuando frente a la apelación del levantamiento de la cautelar denunciada por el Fisco, el magistrado aplica el art. 6 de la ley 13.406, norma que –en su parte pertinente y a tenor del cambio introducido en el sistema por la ley 13.529, precedentemente analizado- sólo está llamada a regir el cuestionamiento ante esta alzada de los levantamientos de medidas precautorias ordenadas previamente por el juez del apremio, tal como lo señalara al votar la primera cuestión.

Lo anterior de ningún modo importa desproteger al contribuyente afectado por la medida decretada administrativamente, pues, de sentirse afectado por ella, podrá presentarse ante el juez del apremio haciendo uso de la herramienta prevista en el art. 203 –segundo y tercer párrafos- del C.P.C.C. (conf. arg. causa S.C.B.A. B.60.015 “Risso Patrón”, res. del 26-VI-2002) con la finalidad de tornar operativo el art. 5, inciso c) de la Disposición Normativa Serie “B” N° 27/2007. Y en todo caso, frente a una manifiesta improcedencia, irrazonabilidad o abuso en el alcance con que aquélla fuera ordenada y trabada por la Administración, también podrá reclamar los daños y perjuicios que pudiera haber padecido en los términos del art. 1112 del Código Civil, como expresamente lo contempló el legislador en el quinto párrafo “in fine” del art. 13 bis del Código Fiscal (t.o. 2004, modif. Por ley 13.529).

En conclusión, la justificación brindada por el a quo al ordenar la medida que embate el Fisco, luce apartada de todo anclaje en las normas que rigen la materia y, por lo tanto, debe caer frente a la crítica suficiente y razonada de quien ante estos estrados se alza.

3. No puedo pasar por alto que este proceso, cuyo trámite hasta el proveido de autos para resolver no supera las 42 fojas y que fuera iniciado a mediados del año 2007 (cfr. cargo fs. 15), ya ha transitado dos (2) veces por la alzada con motivo de impugnaciones del Fisco a decisiones adoptadas por el a quo, cuando hasta la fecha ni siquiera ha sido anoticiado el contribuyente mediante el correspondiente mandamiento de intimación de pago, cuyo libramiento aún no ha sido efectivizado, a tenor de las constancias de la causa. 

Por ello, y en procura de garantizar la tutela judicial continua y efectiva y evitar toda nueva dilación innecesaria del proceso, correspondería –en mi criterio- urgir al magistrado de la instancia a continuar el presente apremio sin más retardo, de conformidad a lo decidido por la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata (cfr. fs. 22/23) y en un todo de acuerdo con lo que aquí se resuelve (art. 1° Acuerdo S.C.B.A. N° 678 del 29 de agosto de 1919, t.o. Acuerdo S.C.B.A. N° 2950; art. 15 de la Constitución provincial).

III. Por lo expuesto, he de proponer a mi colega: (a) acoger el recurso de apelación interpuesto por el Fisco de la Provincia de Buenos Aires y revocar lo decidido por el juez de grado a fs. 30/31, devolviendo la causa a la instancia y fijándose las costas de esta alzada por su orden al no mediar contradicción (arts. 274 C.P.C.C., 23 y 26 ley 13.406); y (b) urgir al titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial Mar del Plata a continuar el presente apremio sin más retardo, de conformidad a lo decidido por la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata (cfr. fs. 22/23) y en un todo de acuerdo con lo que aquí se resuelve (art. 1° Acuerdo S.C.B.A. N° 678 del 29 de agosto de 1919, t.o. Acuerdo S.C.B.A. N° 2950; art. 15 de la Constitución provincial).  

El señor Juez doctor Riccitelli por idénticos fundamentos a los brindados por la doctora Sardo, vota la segunda cuestión por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 

SENTENCIA


1. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el Fisco de la Provincia de Buenos Aires y revocar lo decidido por el juez de grado a fs. 30/31, devolviendo la causa a la instancia para la prosecución de su trámite. Costas de esta alzada por su orden al no mediar contradicción (arts. 274 C.P.C.C. y 25 ley 13.406). 

2. Urgir al titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial Mar del Plata a continuar el presente apremio sin más retardo, de conformidad a lo decidido por la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata (cfr. fs. 22/23) y en un todo de acuerdo con lo que aquí se resuelve (art. 1° Acuerdo S.C.B.A. N° 678 del 29 de agosto de 1919, t.o. Acuerdo S.C.B.A. N° 2950; art. 15 de la Constitución provincial).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen por Secretaría.

